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    A Sebastian, Diago, Juliana, Octavia y Vasco,




    por las causas que cada uno tendrá que luchar.


  




  

    “Como nada es más hermoso que conocer la verdad, nada es más vergonzoso que aprobar la mentira y tomarla por verdad”.




    CICERÓN


  




  

    “Cuando estamos solas vamos alegres, cuando tenemos hijos ya no, porque no nos alcanza la plata para comer”.


Mujer en Canchabamba, San Luis, Áncash.




    “A veces los esposos no entienden, les explicamos para no tener más hijos, ellos nos dicen, ‘yo tengo mujer para tener hijos y no por gusto’”.




    Mujer en Huaripampa Bajo, San Marcos.




    “Acá las mujeres sufrimos mucho cuando tenemos muchos hijos, yo antes lloraba y lloraba. Cuando no tenía que darles de comer y vestirlos, decía ‘aquí nomas pagare todos mis pecados’. Estas puro débil, quedas enfermiza porque pierdes mucha sangre en tus hijos”.




    Mujer en Mallquibamba, San Luis.




    “Los esposos te dicen, ‘si te cuidas me vas a dejar, vas a andar con uno y con otro, te cuidas para estar con otro hombre’”.




    Mujer en Chuyo, San Marcos.




    “Estamos felices cuando tenemos para comer, cuando tenemos varios hijos los platos y las cucharas nos faltan, horas pasas triste, horas bien. Siempre hay tristeza”.




    Mujer en Mallquibamba, San Luis1.


 


    




    

      

        1 En Calisaya, Emilia. Voces de Mujeres Ancash. Género y Salud Reproductiva. Manuela Ramos, 2004.


      


    




  

     




    Decir lo cierto 




    El dominio de la fecundidad humana se transforma, según sociedades y culturas, en una serie de procedimientos, unos más eficaces que otros. Este tema envuelve a la vez la voluntad de las parejas, poderes públicos y sin duda alguna, creencias y prácticas religiosas, en algunos casos, hostiles. En el tiempo en que vivimos, hay sociedades que regulan y disminuyen el crecimiento demográfico, es el caso de la China actual. El país más poblado del mundo establece la política de un hijo por pareja, vigente desde el año 1979 al 2015. En ese año, razonablemente la suspenden, pero establecen un límite de dos hijos por pareja. Otras naciones, sociedades ricas del capitalismo avanzado, sufren de lo contrario. No de la superpoblación sino del envejecimiento y la carencia de jóvenes. Es el caso de Francia que ha establecido una política de subsidios a las familias. Por cada hijo, una ayuda del Estado. Lo que no impide que la misma sociedad francesa permita el aborto voluntario y da facilidades a las parejas para la adopción. País de la libertad de los individuos. En China, los letreros para defender la planificación familiar decían «por favor, por el bien del país, usa un método anticonceptivo». En ese inmenso país, el 75 % de la población apoyó esa política. Saben que hay un vínculo entre la pobreza y la demografía. Entre el desarrollo humano y el tener menos hijos.




    Nosotros los peruanos, también sabemos que «las familias pobres tienden a tener más hijos», como lo señala María Cecilia Villegas en este libro (p. 19). Con los resultados catastróficos por todos conocidos, la imposibilidad de dejar de ser pobres y las tasas más altas de mortalidad en el mundo de mujeres en el parto. Este libro aborda esa temática, desde la voz misma de las madres. «Cuando estamos solas vamos alegres, cuando tenemos hijos ya no, no nos alcanza la plata para comer. Mujer en Canchabamba, San Luis, Áncash». Desde una perspectiva muy clara de entender, las evidencias.




    La materia básica del presente libro es el Programa de Salud Reproductiva, así llamado, aplicada entre 1996 y 2000. Quien lea el presente análisis notará que la autora se ocupa no solo sobre lo que ocurrió en ese lapso sino de lo que se hizo (muy poco) entre 1960 y 1990. La autora se ocupa de las razones para intervenir en la planificación familiar. Y también, los cuestionamientos, las investigaciones de la Defensoría del Pueblo. Y todo lo que gira sobre la cancelación del programa.




    Uno de los ejes de este libro es la palabra mito. Desde que la inventaron los antiguos griegos, quiere decir todo aquello que es fábula, saber impreciso, mentira. Lo que no es saber comprobado, o sea, episteme. Debo confesar que la trampa mítica de esa política pública, del segundo mandato presidencial de Alberto Fujimori, me dejó, como ciudadano, un sabor de algo amargo y atroz, lo cual supongo es el sentimiento de mucha gente. Pero hoy, al conocer este texto, me entero de que fueron 850 000 parejas por año, y que las protestas sumaron 500. Otra de mis sorpresas, gracias a este libro, es que la temible AQV —anticoncepción quirúrgica voluntaria— solo se aplicó a un 13 % de las mujeres, y dada la presión de la protesta y los medios, se redujo a 3 %. Nunca se nos dijo la completa verdad. Cuando se presentaron las quejas, no se habló de que había otras opciones, desde el uso de condones, la píldora anticonceptiva, tabletas vaginales, ligaduras de trompas, etc. El programa fue presentado por sus adversarios como una campaña rural para esterilizar campesinas pobres, de preferencia en Apurímac, Huancavelica y Ayacucho. Y eso es lo que ha quedado en la memoria pública, hasta la fecha.




    Hasta la salida de este libro, hemos sido víctimas de una fábrica de desinformación. De una serie de actores, en los medios y la vida política, que se dedicaron no a buscar la verdad sino a agudizar los prejuicios, los temores y los odios. El programa, en efecto, muere en el 2000. El que las mujeres pobres se sigan muriendo en los partos —185 por 100 000 nacidos— no electriza precisamente los grandes diarios.




    Ahora bien, la autora en ningún momento esconde o niega los defectos de esa política pública. Se ocupa sin ocultamiento de los cuestionamientos al programa. La autora retoma y comenta las quejas y peros, las investigaciones de la Defensoría (capítulos 6 y 7). Y a todo esto, lo pasa por un filtro, el cual es racional y científico, la evidencia. Diría que ese es otro de los ejes de este libro, tanto como el combate contra el mito y la manipulación de informaciones, la voluntad de saber qué realmente ocurrió. No un solo lado de la moneda sino sendos lados. Lo que quiero decir es que María Cecilia Villegas no ha escrito un panfleto fujimorista, ni tampoco su contrario.




    Villegas dice las cosas con una tranquila franqueza. «El Programa de Salud Reproductiva Familiar fue implementado durante el segundo gobierno de Alberto Fujimori, un líder autoritario que se enfrentó públicamente a la Iglesia católica». Lo dice sin ambages. Pero dice también por qué lo destruyeron. Y se pregunta cómo pudieron unirse organizaciones feministas, agrupaciones de izquierda, junto a la Iglesia católica y líderes ultraconservadores. ¿Cuándo ese programa se ocupaba de los derechos de las mujeres? ¿Del acceso a métodos modernos? Las tres cuestiones brillan por su silencio. El programa pudo ser corregido y no sepultado.




    El lector de este libro, es probable que aprecie, como es mi caso, la tranquila prosa de María Cecilia Villegas. Su uso de la argumentación racional. Tiene mucho su estricto informe de la prosa de los informes médicos. Como sociólogo aplaudo un trabajo que se atenga al propósito que debemos tener los científicos sociales, nuestro oficio es explicar. En cada evento o fenómeno, su causalidad. Esa regla se cumple si el analista practica algo que llamamos la axiología. Es decir, la neutralidad. Un cierto distanciamiento. Esa escisión ontológica entre verdad/falsedad, lo subjetivo/lo objetivo, habita en la autora del libro que comento: su aproximación libre y autónoma a los hechos. Algo que debemos apreciar. Que esté claro que un ethos personal, con resonancias afectivas, bien puede perfectamente motivar una investigación, a condición de que se rija por la prioridad de captar lo real, aunque no nos guste. Realmente, la felicito y la admiro por su coraje. Tanto por su deseo de hallar la verdad como por su prosa, comunicable. Y al fin de cuentas, por ese desdichado programa abandonado cuando las cifras que usted, María Cecilia Villegas, nos proporciona, han permitido que la tasa global de fecundidad de 6,8 hijos por familia baje a 2,9 en nuestros días. Todavía es alta. Pero no fue ningún fracaso. Sin embargo, en nuestro país, todavía triunfa el mito sobre la razón. Excepción, el presente libro.




    En fin, creo que este libro tiene un tercer eje. Qué es una política pública. Cómo educar a la vez a la población que la recibe y a sus agentes sociales.




    HUGO NEIRA




    Doctor en Ciencias Sociales por la École des Hautes Études
en Sciences Sociales (EHESS) de París


  




  

     




    Una política pública




    María Cecilia Villegas revisa cincuenta años de planificación familiar en el Perú, y examina en particular la acusación de que el gobierno de Fujimori aplicó una política deliberada de esterilización forzada en gran escala, cometiendo un crimen que algunos califican de genocidio. Su conclusión, anunciada en el título, es que la acusación es una mentira y un mito.




    La autora busca aterrizar el argumento, primero a través de un examen de las evidencias que sustentarían esa acusación, y segundo, en una consideración de la lógica de lo que es una política pública. Hasta el momento, el argumento ha estado dominado por posiciones ideológicas y de sentencias moralistas, más que por una revisión sistemática de archivos y de participantes, o de una consideración de las debilidades normales de un Estado, y más aún de un Estado que por primera vez, recién en los años noventa, se abocó a llevar los servicios del Estado en forma masiva a la población olvidada del país.




    El debate acerca del crecimiento demográfico casi siempre se da desde el punto de vista de las cifras totales para el país, en especial de los objetivos macroeconómicos. Pero lo que sucede a nivel de país es un resultado de las múltiples circunstancias y preferencias personales que afectan el cuánto y cuándo del crecimiento familiar. El éxito a nivel nacional depende del éxito de las políticas públicas que determinan el comportamiento de las familias, en especial a través de sus microeconomías. El reto de la política pública entonces es conocer y respetar en lo posible las diferentes prioridades de la población, las que varían por diferencias en sus circunstancias y en sus creencias y valores.




    La práctica del control de la natalidad no es nueva. Desde hace milenios se conocen métodos folclóricos de control, a veces con gran éxito, como es el caso de algunas tribus de la Amazonia. Pero el progreso de la ciencia médica durante el siglo veinte ha traído métodos nuevos, con alta efectividad, bajo riesgo médico, y costos accesibles para las familias más pobres. Según las Naciones Unidas, dos de cada tres parejas en el mundo ahora practican el control, y más de la mitad utilizan métodos modernos como el IUD y especialmente la esterilización. En la República Dominicana, por ejemplo, 41 % de las mujeres emparejadas han adoptado la esterilización, y en México el 36 %.




    La capacidad para decidir el tamaño de la familia, y decidir además los momentos más oportunos para la concepción, se ha vuelto un poderoso instrumento para salir de la pobreza y, más generalmente, para la liberación humana. La adopción masiva de las nuevas prácticas de control ha sido mayormente una decisión voluntaria de las familias. Al mismo tiempo, millones de decisiones familiares han dado lugar a una dramática reducción en la tasa de crecimiento de la población mundial, desde un pico de 2.1 por ciento al año en 1968 a su tasa actual de 1.1 por ciento.




    Según Malthus, el aumento inevitable de la población nos condenaba a la pobreza. Pero lo que vivimos hoy es una frenada poblacional que estaría contribuyendo a la extraordinaria reducción de la pobreza en el mundo. La coincidencia es notable en la India y la China, los dos países que más han contribuido a la reducción de la pobreza, y que han visto una masificación de la planificación familiar, especialmente vía la esterilización.




    Los beneficios de la planificación familiar son indirectos, pero es probable que hayan contribuido a reducir el entrampamiento que sufre una pareja joven cuando debe soportar una creciente carga de hijos antes de consolidar su economía familiar. El estrés alimentario, por ejemplo, es causa de un debilitamiento físico e incluso mental con posibles consecuencias duraderas. Otras consecuencias comunes son la inasistencia a la escuela, la muerte materna y la limitación de la capacidad de ahorro debido al abultamiento del gasto de consumo para la mera sobrevivencia.




    La planificación de la natalidad también se difunde en el Perú, aunque su llegada ha sido demorada por resistencias ideológicas. El estudio de María Cecilia Villegas, La verdad de una mentira, evalúa el mito creado acerca de la existencia de esterilizaciones forzadas durante el gobierno de Fujimori. El estudio cita informes de la Defensoría del Pueblo que desmienten el mito de un intento de genocidio étnico a través de una campaña masiva de más de 200 000 esterilizaciones forzadas, acusación que hasta el día de hoy no tiene sustento.




    De otro lado, es importante reconocer el problema inherente a las políticas públicas que se presenta debido a las imperfecciones del funcionamiento del Estado. Villegas admite la existencia de un pequeño número de casos de aparente coacción y/o de simple imperfección en los diagnósticos o procedimientos por parte del personal de salud, pero cuestiona la alternativa de negarse a cualquier acción hasta contar con un aparato estatal perfecto.




    Cuando surgieron las evidencias de casos de error, el Estado optó por cancelar gran parte del esfuerzo para apoyar la planificación familiar, incluso en las áreas más pobres del país, en vez de reforzar los controles y el sistema de distribución, el mito fue usado políticamente para reducir el apoyo a la planificación familiar, perjudicando la salud y el bienestar de las familias más pobres del país.




    El estudio de Villegas nos educa acerca de las limitaciones de las políticas públicas. Por la variedad de circunstancias y prioridades que las caracterizan, y por la imperfección normal de sus burocracias, las democracias no se prestan para soluciones simples o tajantes.




    Richard Webb




    Doctor en Economía por la Universidad de Harvard


  




  

     




    Prólogo de la autora




    El mito de las esterilizaciones forzadas, creado tras la caída del gobierno de Alberto Fujimori, tiene una historia previa que muestra cómo los actores de una misma historia cambian de posición de acuerdo a consignas políticas; dicho con más precisión: construyen una “verdad” en función de sus intereses políticos. Los hechos reales, las evidencias concretas, los estudios académicos, las estadísticas, son puestas a un lado, ignoradas, tergiversadas o arrasadas de acuerdo al discurso que se quiere difundir para sustentar una bandera política coyuntural. De ese modo, la verdad es derribada por la leyenda urbana y una muestra de ese estilo pernicioso de avasallar a la verdad es la creación del mito de las 300 mil esterilizaciones forzadas: una invención construida por organizaciones feministas que, inicialmente, manifestaron entusiasta respaldo al Programa de Salud Reproductiva y Planificación Familiar lanzado en 1995 y, años más tarde, cuando la coyuntura política exigía un discurso opositor no dudaron en mudar de opinión, unirse a la Iglesia católica y a los sectores conservadores, para crear una “verdad” –la supuesta ejecución de 300 mil esterilizaciones forzadas— que fuese útil para incorporar una acusación capaz de impactar en la lista de cuestionamientos al régimen fujimorista sin detenerse a pensar que ese afán político estaba destruyendo una adecuada política pública que el país necesitaba y sigue necesitando.




    Los programas de planificación familiar no son sustitutos de programas que promueven el crecimiento económico y/o la inversión en capital humano, pero son una de las múltiples inversiones necesarias para incrementar las oportunidades de la población. Son, sobre todo, necesarios en la medida en que les permiten a las mujeres decidir libremente sobre su vida, su cuerpo y su futuro.




    La construcción del mito de las esterilizaciones forzadas tiene una historia previa que se inicia el 28 de julio de 1995, cuando en su mensaje de asunción de mando a su segundo gobierno, el presidente Alberto Fujimori anunció: “Lo justo es difundir, he dicho difundir, a fondo los métodos de planificación familiar. Las mujeres peruanas deben ser dueñas de su destino”.




    Anunciaba así la prioridad que tendría la salud reproductiva y la planificación familiar en la agenda presidencial. Fue también el inicio de un largo enfrentamiento público entre dos sectores: uno, conformado por Alberto Fujimori y las organizaciones feministas que apoyaban las medidas; y, por el otro, la Iglesia católica y el sector más conservador de la sociedad peruana, quienes consideraban que las mujeres no debían controlar su fertilidad a través de métodos modernos porque atentaban contra el plan de Dios.




    El diseño del programa gubernamental implementado durante el gobierno de Fujimori no fue una creación del fujimorismo, siguió los lineamientos de la Conferencia de Naciones Unidas sobre Población y Desarrollo celebrada en El Cairo en 1994. La delegación peruana fue encabezada por el propio Presidente y un editorial fechado el 5 de setiembre de 1994, del diario opositor al régimen, La República, daba cuenta de ello: “Nunca como hasta ahora una conferencia de este tipo había estado precedida por tanta polémica, pues ocurre que tanto la Iglesia católica como las Iglesias islámicas han acusado al documento que contiene el anteproyecto de promover el aborto”.




    El editorial puntualizaba, además, que algunos países acudían a la conferencia con el propósito —expreso o no— de oponerse a que “bajo la presión de los Estados Unidos, se liberalice el aborto, las relaciones sexuales premaritales y la homosexualidad”.




    Días después, en su edición del 15 de setiembre de 1994, el mismo diario publicó una reseña sobre dicha conferencia bajo el título “Conferencia ONU sobre población y desarrollo: un final exitoso”, y en la cual se puede leer lo siguiente: “La conferencia ha logrado su objetivo principal, el cual es el mejorar la calidad de vida de los individuos y otorgar a la mujer mayor poder y control sobre sí misma”. Y añadía: “Un Estado moderno que cuenta entre sus metas el elevar la calidad de vida de sus habitantes no puede permitirse olvidarlo, y deberá ligar los conceptos de población y desarrollo, garantizando una planificación familiar tendiente a alcanzar el equilibrio entre su población y los recursos disponibles”.




    En 1995, un año después de la Conferencia de El Cairo, se inició en el Perú un intenso debate sobre el uso de métodos anticonceptivos modernos y se lanzó el Programa de Salud Reproductiva y Planificación Familiar cuyo objetivo fue mejorar las condiciones de salud en los segmentos menos favorecidos de la sociedad. Para ello, se puso énfasis en la población más pobre del país dada la desigualdad que existía —y existe— en el acceso a los servicios de salud, lo que se vería reflejado en los indicadores de salud correspondientes. El diario El Comercio, en un especial sobre la conferencia, del 4 de setiembre de 1995, resaltó la necesidad de un programa capaz de proveer información y acceso a métodos anticonceptivos porque ya se registraba que el 68.3 % de las mujeres peruanas mayores de 15 años eran madres y, poco antes, en 1991 se había detectado que el 55 % de las mujeres embarazadas sufría de anemia.




    El lanzamiento del programa en setiembre de 1995, inició un enfrentamiento entre la Iglesia católica y el gobierno de ese entonces. El cardenal Augusto Vargas Alzamora sostenía que la decisión del Congreso de legalizar la esterilización solo fomentaría el libertinaje sexual y que dicho proyecto de ley atentaba contra la ley de Dios1. A su vez, la Conferencia Episcopal afirmaba que legalizar la esterilización era un paso hacia la legalización futura del aborto2, añadiendo que “de acuerdo a diversos estudios realizados por universidades e institutos de prestigio mundial, la esterilización femenina, denominada ligadura de trompas, así como la masculina, conocida como vasectomía, ocasionan serios daños físicos y dejan una grave secuela psicológica”. Sin embargo, la Conferencia Episcopal nunca hizo mención ni acreditó los estudios a los que hacía mención3.




    Tres días antes de viajar a la Conferencia de Naciones Unidas sobre la Mujer en Beijing, en setiembre de 1995, Alberto Fujimori promulgó la ley que legalizaba la esterilización, la vasectomía y la ligadura de trompas como método anticonceptivo. El Congreso también aprobó una ley por la cual las mujeres podían optar libremente por la esterilización, sin que el consentimiento de sus esposos o parejas fuera requerido.




    Ambas leyes representaron avances importantes en la igualdad de género y estuvieron fuertemente apoyadas por organizaciones de derechos humanos y organizaciones feministas mientras que, como era previsible, enfrentaron una fuerte oposición de la Iglesia católica y los grupos conservadores.




    Un grupo de congresistas de oposición, entre los que se encontraban Fredy Ghilardi, Arturo Salazar Larraín y Javier Velásquez apoyados por la Iglesia católica iniciaron la recolección de las firmas necesarias para someter a referéndum la ley que reconocía la esterilización como un método anticonceptivo. Frente a esto, el entonces congresista Rafael Rey llegó incluso a afirmar —sin prueba o sustento alguno— que el 66 % de los hombres que se hacían una vasectomía eran más propensos a contraer cáncer de próstata4.




    En declaraciones desde Pekín, Alberto Fujimori sostuvo que había viajado a China para dar “su respaldo al movimiento de mujeres que se ha generado a nivel mundial. Vine porque es importante para el desarrollo el tema de la mujer, y porque es importante que este tema, que afecta a todos, no se debata solamente entre mujeres”. Sobre el enfrentamiento generado con la Iglesia católica por la legalización de la esterilización dijo que “lo importante, es que esta es la primera vez en la historia del Perú, y de América Latina, que se habla sobre este tema tan importante”5. Además, resaltó que el Perú era el único país del mundo que era representado en Beijing por su presidente, varón6. El cardenal Vargas Alzamora respondió afirmando que “Fujimori no sólo ha declarado la guerra al Papa sino también a Dios”7.




    Congresistas opositores al programa, como Rafael Rey, consideraron que las declaraciones de Fujimori constituían una ofensa y una vergüenza. Mientras que, Carlos Ferrero, congresista fujimorista entonces, y años después primer ministro del gobierno de Alejandro Toledo, sostenía que “ninguna norma puede ir contra la ley moral, y la esterilización es contraria a la ley moral”8.




    El cardenal reconocería que la política de planificación familiar del gobierno provocó un enfrentamiento entre el Estado y la Iglesia y, en respuesta a Fujimori, Vargas Alzamora sostuvo: “Y si (Fujimori) se enoja porque no le gusta que la Iglesia oriente a la población sobre este tema, lo sentimos y los fieles católicos pueden emplear métodos anticonceptivos artificiales si así lo desean pues al final serán ellos los que rindan cuentas a Dios”9.




    Por su parte Monseñor Luis Bambarén, entonces obispo de Chimbote le exigía al gobierno “usar el cerebro y no el bisturí para afrontar el problema de la pobreza, afirmando que es un sofisma afirmar que reduciendo la población se va a tener menos pobres”10.




    En aquellas semanas de setiembre de 1995, la prensa difundió el primer mito creado por la Iglesia católica en su afán de combatir el programa de esterilizaciones. Se dijo que el programa de vacunación contra el tétano llamado VAN95 era, en realidad, un programa para la esterilización de escolares. El cardenal Vargas Alzamora no tuvo reparos en afirmar que un grupo de médicos católicos estaba evaluando las vacunas suministradas por el gobierno a estudiantes escolares, pues, creían que podían causar esterilidad. La denuncia fue finalmente descartada pero el programa de vacunación fue sin duda afectado, pese a que recibió el respaldo de la Organización Panamericana de la Salud y de Unicef11.




    Durante la implementación del programa, la Iglesia católica seguiría denunciando la realización de esterilizaciones, lo que llevaría a la Defensoría del Pueblo a elaborar cuatro informes sobre el programa y a sugerir recomendaciones (las opiniones de la Defensoría no tienen carácter vinculante) dirigidas al Ministerio de Salud para mejorar su implementación.




    La contienda que se dio como consecuencia del diseño y la implementación del programa de Salud Reproductiva y Planificación Familiar, poniendo de un lado al gobierno, las organizaciones feministas y las de derechos humanos y del otro lado a la Iglesia católica y sectores conservadores, tuvo un cambio radical en junio de 1999. En ese momento los sectores de izquierda que aún apoyaban el programa, asumieron una posición de cuestionamiento al gobierno de Alberto Fujimori y, activados por un particular estilo de hacer política, no se bastaban con los argumentos opositores que la realidad les otorgaba (la existencia de un número determinado de denuncias de esterilizaciones sin consentimiento recogidas por diversos políticos como Lourdes Flores o Rafael Rey Rey y casos documentadas por la Defensoría del Pueblo y Giulia Tamayo) sino que necesitaron construir denuncias adicionales, aunque ello significase sacrificar la verdad y, peor aún, una verdad que habían respaldado con entusiasmo años antes. De ese modo, aquel año, se dio inicio a una acción que es el hito fundacional de lo que vendría a ser el mito de las 300 mil esterilizaciones forzadas.




    En efecto, el 15 de junio de 1999, las organizaciones de Derechos Humanos DEMUS, CLADEM y APRODEH denunciaron ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), el caso de María Mamérita Mestanza Chávez, de 33 años y madre de 7 niños, fallecida el 5 de abril de 1998, nueve días después de someterse a una esterilización dentro del programa, utilizándolo como ejemplo de la «política gubernamental masiva, sistemática y obligatoria que usó la esterilización para cambiar el comportamiento reproductivo de la población peruana, particularmente de las mujeres pobres, indígenas y rurales»12.




    Los cuestionamientos al programa llegarían, incluso, a la prensa internacional. El diario El País de España publicó el 26 de diciembre de 1998 un informe bajo el título: “250 000 peruanas esterilizadas en tres años”, para luego sostener que el gobierno de Fujimori “ha aplicado una campaña sistemática de esterilización de miles de mujeres en las zonas más deprimidas del país. En total han sido 250 000 peruanas las que en los últimos tres años han quedado estériles muchas de ellas sin su consentimiento”. Este artículo fue replicado en distintos medios de comunicación internacional como The New York Times, Sunday Telegraph y la BBC de Londres. La investigadora peruana Maruja Barrig sostuvo que dicha publicación era cuestionable: “La información era lo suficientemente ambigua (‘muchas de ellas sin su consentimiento’) y el sesgo moral acentuado por la ‘campaña sistemática de esterilización de miles de mujeres’ tan desbrozado que 250 000 mujeres hubieran quedado estériles no podía ser otra cosa más que un exterminio de una población inerme”13.




    El caos político generado luego de que se hiciera pública la intención de Fujimori de reelegirse inconstitucionalmente para un tercer período de gobierno y su renuncia posterior a la Presidencia de le República desde el Japón a causa de grandes escándalos de corrupción, abrieron una nueva ventana de oportunidad para alinear intereses que, poco antes, habían sido contradictorios. Así, los grupos de derechos humanos, las organizaciones feministas y las agrupaciones políticas de la izquierda peruana, quienes en un principio apoyaron a Fujimori en la iniciativa de planificación familiar y salud reproductiva, de pronto, olvidando las convicciones y argumentos que habían expuesto largamente en apoyo al programa de esterilizaciones, aparecieron como aliadas de la Iglesia católica y de los líderes de grupos conservadores para, combinando fuerzas, denunciar “violaciones a los derechos humanos” producidas durante la implementación del Programa de Planificación Familiar y Salud Reproductiva entre 1996 y 2000.




    Así lograron la cancelación del programa a principios del 2001. Es decir, una política pública cuyos criterios técnicos eran válidos y cuya ejecución, más allá de errores específicos, había sido exitosa, fue desvirtuada y cancelada porque, desde el punto de vista político, había que destruir toda acción del expresidente Fujimori, incluso aquella que hubiese tenido resultados favorables para la población. Un dato importante es que pese a que el programa ya había sido cancelado, durante los gobiernos de los expresidentes Valentín Paniagua y Alejandro Toledo, la Defensoría del Pueblo documentó 26 esterilizaciones sin consentimiento14.




    ¿Cómo es que grupos de los extremos opuestos del espectro político hallan coincidencias en la oposición a una política pública como el Programa de Salud Reproductiva y Planificación Familiar? Por un lado, las fallas durante la implementación del programa sirvieron para que las organizaciones de derechos humanos y los grupos feministas, retomaran el liderazgo que habían perdido en la defensa de los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres peruanas y, con él, recuperarían los fondos de las organizaciones internacionales que habían perdido. De otro lado, la Iglesia y los grupos conservadores aprovecharon la oportunidad para buscar limitar los derechos de las mujeres y el uso de métodos anticonceptivos.




    El 17 de julio del 2002, el ministro de Salud Fernando Carbone, médico de profesión, y que ha sido miembro de la Comisión de Familia de la Conferencia Episcopal Peruana, conservador impulsor de la agenda provida, y la limitación de los derechos sexuales y reproductivos, presentó un informe al Congreso de la República afirmando que, “entre 1996 y 2000, se realizaron 215 227 ligaduras de trompas y 16 000 vasectomías en el marco de un plan masivo de salud (...) cuyo objetivo era disminuir el número de nacimientos en los sectores más pobres de Perú”15. El artículo del diario El País señala que Juan Súccar, quien presidía la comisión investigadora del Ministerio de Salud que redactó dicho informe, sostuvo que las pacientes recibieron diversas promesas, incluida la entrega de alimentos gratuitos, si se sometían a la intervención quirúrgica, mientras que las que se negaron fueron amenazadas con no ser atendidas en los centros de salud.




    La respuesta al informe del Ministerio de Salud provino de la Defensoría del Pueblo, a través de la defensora adjunta de la Mujer, Rocío Villanueva, quien cuestionó las cifras publicadas. “Lo que me ha llamado la atención es que ahora se diga que hay más de 200 000 mujeres ligadas contra su voluntad. Me gustaría saber en qué se basa este informe”16.




    En una clara campaña política, el ministro Carbone, tras pedir disculpas públicas a todas las mujeres involuntariamente esterilizadas, sostuvo que “en la mayoría de los casos se observa una clara disposición del despacho presidencial que involucra a altos funcionarios del Estado, incluido el despacho del Ministerio de Sanidad y sus direcciones regionales y generales”17. Las conclusiones del informe Carbone llegarían incluso a las páginas del Informe Final de la Comisión de la Verdad y Reconciliación. Y, así, comenzó el mito, inicialmente, de las 200 000 esterilizaciones forzadas y un intenso proceso de acusaciones constitucionales e investigaciones fiscales que continúa más de 21 años después.




    El tema de las esterilizaciones forzadas adquirió vigencia durante la campaña presidencial del 2011 como un argumento para cuestionar a Keiko Fujimori, hija del exmandatario Alberto Fujimori, quien competía por alcanzar la Presidencia de la República. Para entonces, el mito de “esterilizaciones forzadas” había incrementado mágicamente sus cifras pasando de las 200 mil del ministro Carbone a las 300 mil en la leyenda urbana creada con fines de contienda política.




    Terminada la campaña electoral del 2011, y durante el gobierno de Ollanta Humala, el mito de las esterilizaciones forzadas continuó siendo un arma política contra el partido Fuerza Popular que había logrado tener 37 representantes en el Congreso. Así, por ejemplo, el columnista del diario La República, Jorge Bruce, sostendría, con un énfasis sin fundamentos, que “está demostrado fehacientemente que se trató de una política sistemática de esterilización forzada”, mientras monseñor Bambarén aseguraba que “en la selva desaparecieron etnias pequeñas a raíz de las esterilizaciones”18.




    La utilidad de mencionar a estos dos opinantes es que, al igual que ellos, muchos de los que utilizan como argumento político el mito de las esterilizaciones forzadas, no tienen ningún fundamento, estudio o prueba que sustente sus afirmaciones. En eso consiste un mito: en una historia ficticia.




    En el 2015, ad portas de una nueva elección presidencial con la candidata Keiko Fujimori liderando la intención de voto, el gobierno de Ollanta Humala emitió el Decreto Supremo 006-2015 del Ministerio de Justicia, disponiendo la creación del Registro Nacional de Victimas de Esterilización Forzada —REVIESFO— y declarando de interés nacional “la atención prioritaria de las víctimas de esterilizaciones forzadas”.




    La entonces primera dama, Nadine Heredia, declaró: “Termina una larga espera, empieza un tiempo de justicia”19. Nuevamente, el tema como argumento para el combate político. El registro formal cuenta con alrededor de 512520 personas que se consideran víctimas de las esterilizaciones forzadas, en su mayoría mujeres. Lo que no se dice, es que, quienes han utilizado el mito de las esterilizaciones forzadas, utilizan también el incentivo de una reparación económica para que las mujeres se inscriban en el registro.




    El mito de las 300 mil esterilizaciones forzadas se integra en el fenómeno que hoy se conoce como la posverdad. La “política posverdad” es el uso sistemático de ideas fuerza o slogans que manipulan y tergiversan la realidad para deslegitimar a un rival o a una posición política contraria. En la “política posverdad” el debate se convierte en emocional, se recurre al uso de frases comunes, que carecen de sustento y buscan desacreditar a un oponente, sin entrar al debate de fondo y basado en evidencias. Las ideas fuerzas y los slogans de “la política posverdad” dan la impresión de ser ciertos, pero no son ciertos porque no están basados en hechos concretos. En muchos casos la evidencia demuestra que son falsos o exagerados y, sin embargo, siguen siendo repetidos al punto que, en el imaginario nacional, se convierten en verdades incuestionables. En el Perú, la “política posverdad” tiene como uno de sus pilares al mito de las 300 000 esterilizaciones forzadas.




    Este libro contiene un estudio basado en evidencia y en información sustentada que demuestra, no solo la existencia de ese mito sino, sobre todo, cómo la ausencia de verdad y la manipulación política pueden dañar una política pública válida y necesaria para las mujeres. La existencia de programas públicos debe apuntar al bien común, al bienestar de los sectores sociales que necesitan suplir carencias por beneficios, y no deben ser utilizados políticamente.




    Lima, mayo de 2021




    María Cecilia Villegas
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    Introducción




    María Mamérita Mestanza Chávez tenía 33 años de edad y era madre de siete niños cuando falleció nueve días después de someterse a un procedimiento de Anticoncepción Quirúrgica Voluntaria (AQV) en el Hospital Regional de Cajamarca dentro del Programa de Salud Reproductiva y Planificación Familiar (en adelante el Programa) del gobierno peruano, el 5 de abril de 1998. Se ha sostenido que Mamérita fue una de las víctimas del programa de «esterilización forzada» implementado por el gobierno peruano entre 1996 y el año 2000. Ello a pesar de que Mamérita llegó al centro de salud y aceptó ser sometida a un procedimiento de AQV. Más aun, poco se ha dicho sobre las verdaderas causas de la muerte de Mamérita que no están relacionadas con el Programa en sí, sino con la debilidad institucional del sector salud y la deficiencia en la calidad de servicios que ofrece el Estado peruano. Los médicos que operaron a Mamérita no siguieron el protocolo médico establecido y le dieron de alta, pese a que ella presentaba síntomas evidentes de que algo no estaba bien. Tenía dolores de cabeza, mareos y náuseas, sin embargo, fue enviada a su casa sin recibir la atención médica postoperatoria debida. Nueve días después falleció y su familia se enfrentó a una segunda debilidad institucional: la falta de acceso a la justicia. Luego de la muerte de Mamérita, Jacinto Salazar Suárez, su esposo, denunció penalmente al jefe del centro de salud por homicidio culposo. El Juzgado de instrucción concluyó que no había lugar a la apertura del proceso lo que fue confirmado por la Sala Especializada en lo Penal y la denuncia fue archivada definitivamente en diciembre de 1998. De esta manera el estado peruano le negó el acceso a la justicia a la familia de María Mamérita Mestanza.
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